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Providencia:
Auto – 05 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara nulidad de lo actuado

Radicación Nro. :
66001-31-03-004-2017-00074-01
Accionante: 
OLGA INÉS GUEVARA OSORIO
Accionado:
UNIDAD DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
NULIDAD POR FALTA DE INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. [A]l mencionado director nacional de la UARIV, Alan de Jesús Edmundo Jara Urzola, no se le notificó del trámite seguido en su contra, pues las notificaciones, tanto la del auto que le dio impulso a la acción como la de la sentencia misma, se surtieron únicamente con los demás funcionarios vinculados al asunto, director de reparaciones, directora técnica de registro y gestión de la información y con el jefe de la Oficina Jurídica (f. 73 a 78, 85 a 87, c. 1), pero nada se le dio a conocer al director nacional, que fue tenido como demandado directo y a la postre también fue compelido a cesar en la vulneración que tuvo por acreditada el Juzgado. Esa  omisión no se puede pasar por alto, pues viene a erigirse en una causal de nulidad, en los términos del numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, ya que se impide, como viene de verse, la oportunidad de oposición, y es deber de la Sala, por tanto, remediar la cuestión, procurando el debido enteramiento de los llamados a responder y de quienes tienen directo interés en la solución final que se adopte.
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A punto de desenlazar de fondo la impugnación que presentó la Directora de Registro y Gestión de la Información de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, frente a la sentencia del 22 de marzo último, dictada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en la acción de tutela que Olga Inés Guevara Osorio, promovió contra la UARIV, halla la Sala que se ese cometido no será posible, pues se advierte una irregularidad que viene a erigirse en causal de nulidad.
  



En efecto, en uso de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, solicitó la demandante la protección del derecho fundamental al debido proceso, que estimó conculcado por la accionada al negarle la inscripción en el Registro Único de Víctimas.





El juzgado de conocimiento, con auto del 8 de marzo, dispuso el trámite de rigor, vinculó al Director Nacional, Alan Jesús Edmundo Jara Urzola, o quien hiciera sus veces, y ordenó correrle traslado de la demanda por el término de 3 días para que ejerciera su derecho de defensa.
  



Una vez sobrevino el fallo, que amparó el derecho invocado, le ordenó al citado director y a otros, que procediera a realizar una nueva valoración del caso de la demandante, en los términos que allí se consignaron.

  



No obstante, de la detenida revisión que se hace a la foliatura, se tiene que al mencionado director nacional de la UARIV, Alan de Jesús Edmundo Jara Urzola, no se le notificó del trámite seguido en su contra, pues las notificaciones, tanto la del auto que le dio impulso a la acción como la de la sentencia misma, se surtieron únicamente con los demás funcionarios vinculados al asunto, director de reparaciones, directora técnica de registro y gestión de la información y con el jefe de la Oficina Jurídica (f. 73 a 78, 85 a 87, c. 1), pero nada se le dio a conocer al director nacional, que fue tenido como demandado directo y a la postre también fue compelido a cesar en la vulneración que tuvo por acreditada el Juzgado.

Esa  omisión no se puede pasar por alto, pues viene a erigirse en una causal de nulidad, en los términos del numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, ya que se impide, como viene de verse, la oportunidad de oposición, y es deber de la Sala, por tanto, remediar la cuestión, procurando el debido enteramiento de los llamados a responder y de quienes tienen directo interés en la solución final que se adopte.
Acogiendo lo dicho recientemente por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, no se le da aplicación al artículo 137 del C.G.P., por cuanto choca contra las reglas de celeridad y economía que deben reinar en acciones de este tipo. 
Por último, no está por demás señalar, en procura de evitar situaciones semejantes, que tal como lo prevén los artículos 16 y 30 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, las partes deben ser enteradas de todas las providencias que se dicten durante la actuación; incluso el accionante, tanto de la providencia que dispone el trámite, como del fallo. Advertencia que se trae de relieve, por cuanto en este caso, los documentos físicos enviados a la demandante con ese fin, fueron devueltos (f. 79, 80 y 90, 91, c, 1), por lo que ha debido intentarse su ubicación, máxime cuando se contaba con otros medios reportados por la misma interesada (línea telefónica móvil y correo electrónico -f. 7, c. 1-).
En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE:

  



DECLARAR la nulidad de lo actuado en la acción de tutela instaurada por Olga Inés Guevara Osorio contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES a partir, incluso, desde la sentencia del 22 de marzo del año que avanza.


 
 

ORDENAR al Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, proceda a notificar del auto que le dio impulso a la actuación, fechado a marzo  8 de 2017, al doctor Alan Edmundo Jara Urzola, en su condición de Director de la UARIV, o quien haga sus veces, en aras de que se garantice la oportunidad de contradicción. Para ello, hágase inmediata devolución del expediente.

  



Las pruebas que se hayan practicado conservan su validez.  





  



En la forma dispuesta por el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 notifíquese sobre el contenido de este proveído a todos los interesados.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO   



 
� Auto de agosto 23 de 2016, expediente 66001-22-13-000-2016-00692-01, M.P. Álvaro Fernando García Restrepo
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